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CORTE FEDERAL DE DISTRITO DE ESTADOS UNIDOS  
DISTRITO SUR DE FLORIDA 

CASO NO: 11-24599-CV-COOKE/TURNOFF 

Sobre la solicitud de Chevron Corporation, 

Peticionante, 

Para la emisión de citaciones para la toma de declaraciones y la producción de documentos. 
 ____________________________________________________ / 

ORDEN Y RECOMENDACIÓN 

LA PRESENTE CAUSA está ante el tribunal en relación con la solicitud de Chevron 

Corporation (“Chevron”) de una orden conforme al 28 U.S.C. § 1782 para la realización de medidas 

coactivas de prueba sobre Banco Pichincha, C.A. Miami Agency (“Banco Miami1“) para su utilización 

en procesos extranjeros [DE1, 4] y una orden anterior de referencia dictada por la jueza Marcia G. Cooke. 

[DE16]. También hay pendientes una solicitud de Chevron de autorización para presentar discos de 

videos digitales [DE57] y otra para anular las declaraciones de los abogados ecuatorianos de los 

demandantes de Lago Agrio Sanz y Fajardo [DE62, 63]. Se celebró una audiencia sobre este tema ante el 

suscrito el viernes 4 de mayo del 2012. 

Luego de revisar la solicitud, los escritos relacionados, las respuestas, las contestaciones, las 

declaraciones, la citación propuesta, el expediente judicial, el derecho aplicable, de escuchar los 

argumentos de los abogados y estando en consideración de otros aspectos, el suscrito llega a las 

siguientes conclusiones. 

Antecedentes 

La larga y sórdida historia del juicio de “Lago Agrio” ha estado bien documentada en 

                                                           
1 Se utilizará “Banco Miami” para referirse a la “Agencia de Miami” o la sucursal del Banco Pichincha, 

C.A. Se usará “Banco Ecuador” para referirse al Banco Pichincha, C.A. que mantiene su sede corporativa en la 
República de Ecuador. “El banco” se usará como referencia genérica al banco como entidad. 
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un sinnúmero de decisiones judiciales federales. Véase, por ejemplo, Chevron Corp. v Berlinger. 629 

F.3d 297,300 (2d Cir. 2011); Republic of Ecuador c. Chevron Corp.. 638 F.3d 384, 387 (2d Cir. 2011); In 

re Chevron Corp.. 650 F.3d 276, 279 (3d Cir. 2011); In re Chevron Corp.. 633 F.3d 153, 155 (3d Cir. 

2011); Aguinda c. Texaco. Inc.. 303 F.3d470.473 (2dCir. 2002); Jota c. Texaco. Inc.. 157F.3dl53,155 (2d 

Cir. 1998). De hecho, se ha dicho de los hechos que rodean a este juicio que son “los más contados en la 

historia del poder judicial federal de los Estados Unidos”. Chevron Corp. c. Naranio. 667 F.3d 232, 234 

(2d Cir. 2011). A la luz de ello, el presente informe intentará ofrecer solo los antecedentes necesarios.2 

A comienzos de la década de 1990, algunos residentes de la región Oriente de Ecuador 

demandaron a Texaco, alegando que las actividades de exploración y extracción de petróleo realizadas 

por su subsidiaria, Texaco Petroleum (“TexPet”), y Petroecuador,3 habían generado una devastación 

ambiental masiva. Aguinda c. Texaco, Inc., 945 F. Supp. 625, 626-27 (S.D.N. Y. 1996), confirmada, 303 

F.3d 470, 485 (2d Cir. 2002). Chevron heredó este juicio cuando se fusionó con Texaco en el 2001. In re 

Chevron Corp., 633 F.3d, pág. 156. Al principio, se presentaron dos acciones separadas en los Estados 

Unidos. Un grupo de demandantes se presentó ante un tribunal estadual de Texas. El caso fue trasladado 

a un tribunal federal del Distrito Sur de Texas. Sequihua c. Texaco. Inc.. 847 F. Supp. 61, 62 (S.D. Tex. 

1994)(desestimado sobre la base del forum non-conveniens y la cortesía internacional). Un segundo 

grupo de demandantes se presentó en el Distrito Sur de Nueva York. Aguinda. 945 F. Supp., pág. 625 

(desestimados sobre la base del forum non-conveniens y la cortesía internacional4 después de un breve 

proceso de producción compulsiva de pruebas). 

                                                           
2 Los antecedentes provistos fueron compilados a partir de varios escritos, declaraciones, anexos y 

decisiones judiciales de otros distritos. 
3 Petroecuador es la empresa estatal de la República de Ecuador. 
4 El tribunal de Aguinda destacó que la desestimación se debió a no juntar a partes indispensables, es decir, 

a Petroecuador y la República de Ecuador. Aguinda. 945 F. Supp., págs. 627-628. 
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Transacciones 

En 1995, antes de la desestimación de Aguinda, TexPet celebró una transacción con la República 

de Ecuador (“RE”) y Petroecuador. Berlinger, 629 F.3d 297, 301 (2d Cir. 2011). Conforme a ella, TexPet 

acordó realizar los trabajos ambientales de remediación específicos a cambio de una liberación de las 

pretensiones de la RE. In re Application of Chevron Corp., 709 F. Supp. 2d 283, 286 (S.D.N.Y. 2010). 

La liberación cubría a TexPet, Texaco y otras entidades relacionadas. Incluía solamente los reclamos por 

“impacto ambiental”.5 Unos años después, la RE liberó a TexPet y a las empresas relacionadas de “toda 

responsabilidad y reclamo”. Id. Las transacciones concluyeron en 1998. Chevron gastó más de USD 40 

millones en la remediación. Naranio. 667 F.3d, pág. 235. A la fecha, Chevron y la RE continúan 

litigando sobre la validez de las transacciones. Id. pág. 236. 

Litigio de Lago Agrio 

En algún momento del 2003, luego de la desestimación de Aguinda, y a pesar de la transacción 

de la RE, un grupo de residentes ecuatorianos (“demandantes de Lago Agrio” o “DLA”)6 demandó a 

Chevron en Lago Agrio, Ecuador (“litigio de Lago Agrio”). Desde el comienzo, el litigio de Lago Agrio 

ha estado plagado de acusaciones de corrupción y fraude, de parte de ambos bandos. Al principio, el 

tribunal ordenó que un grupo de peritos realizara una “evaluación global” de los daños. Berlinger, 629 

F.3d, pág. 302. Chevron alega que el presidente del tribunal, bajo presión de los DLA, acordó 

reemplazar a los peritos independientes con un “perito global” ecuatoriano único. [DE4]. Hay correos 

electrónicos entre 

 

                                                           
5 Las obligaciones contractuales estaban excluidas de la liberación. Esas obligaciones se liberarían después, 

una vez que los trabajos de remediación fueran realizados y se aprobaran a satisfacción de la RE y de Petroecuador. 
In re Application of Chevron Corp. 709 F. Supp. 2d, pág. 286. 

6 Entre los DLA está la mayoría de los mismos individuos que iniciaron la acción de Aguinda. Republic of 
Ecuador c. Chevron Corp., 638 F.3d 384, 390 n.5 (2d Cir. 2011). 
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los abogados de los DLA, Steven Donziger y Joseph Kohn que recuerdan estos hechos. Id. En un correo 

electrónico en particular, Donziger menciona la necesidad de investigar y elegir a dedo una persona que, 

según Chevron, “[actúe] como adalid” para los DLA y la RE, y llegue a conclusiones favorables respecto 

del nexo de causalidad, la responsabilidad y los daños”. Id.: véase también Decl. de Neuman. [DE6, Ex. 

14-17]. Este perito, según la descripción de Donziger, “debía estar totalmente de nuestro lado y dejarnos 

tomar la posta mientras se proyectaba la imagen de que estaba trabajando para el tribunal”. Decl. de 

Neuman [DE6, Anexo 17]. Encontraron que la persona perfecta era “Richard Stalin Cabrera Vega” 

(“Cabrera”). Según Chevron, Cabrera fue sobornado por los abogados y los consultores de los DLA, con 

pagos realizados mediante cuentas secretas del Banco Pichincha. [DE6, Anexo 7]. Se alega que los 

abogados de los DLA y/o los consultores luego redactaron en secreto la evaluación de daños por USD 

27.300 millones de Cabrera. [DE 4]. Esta anécdota representa un mero pantallazo de los muchos hechos 

destacados que se dieron durante el litigio de Lago Agrio.  

Desde entonces, Chevron ha obtenido muy abundante prueba, en múltiples procesos llevados a 

cabo según el artículo 1782, que sugieren que la sentencia misma también fue redactada por un escritor 

oculto. [DE4]. Por ejemplo, el análisis de un documento forense realizado sobre la sentencia indica que 

contiene pasajes literales extraídos de varias partes de los documentos internos y no presentados de los 

abogados de los DLA. Id. véase también. Informe del Dr. Robert A. Leonard (27 de junio del 2011). 

[DE6-6, Anexo 42] (donde se concluye que la decisión del tribunal de Lago Agrio fue plagiada total o 

parcialmente de documentos redactados por los DLA, pero no presentados). Un tribunal de distrito de 

Maryland que revisó estas pruebas mencionó específicamente que los documentos no presentados de los 

representantes de los DLA supuestamente fue incorporado en la decisión del tribunal ecuatoriano, en 

algunos caso, “casi línea por línea”.7 [DE6-14, Anexo C]; Hr’gTran. 10:16-25-11:12 (31 de agosto del 

2011); Chevron 

                                                           
7 Durante el juicio del 4 de mayo del 2012 se mostraron diapositivas ante el suscrito que evidenciaban el 

solapamiento del lenguaje tomado de la sentencia ecuatoriana y los memorandos internos de los abogados de los 
DLA. Una comparación hecha línea por línea revela de forma clara una superposición significativa. [DE 75-76]. 
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Corp. c. Page. No. 8:1 l-cv-01942- RWT8 ( D.Md. 31 de agosto del 2011). 

Crude 

La elaborada conspiración descrita anteriormente y su posterior planeamiento quedó registrado 

en un documental realizado por el productor y cineasta Joseph Berlinger. Chevron Corp. c. Berlinger. 

629 F. 3d 297,300 (2d Cir. 2011). Donziger contactó a Berlinger en el 2005 y le pidió crear la película 

para contar “la historia de sus clientes”. Id. Berlinger siguió de cerca a los abogados de los demandantes 

durante algunos años, filmando a las personas y a los hechos en torno al litigio. Se generaron más de 

seiscientas horas de filmación cruda. Id. pág. 303. El resultado, un documental titulado Crude: The Real 

Price of Oil fue presentado en el 2009. Id. Chevron solicitó la presentación compulsiva de la filmación 

como prueba y, poco después, se comenzó a evidenciar el fraude. 

Solicitudes § 1782 relacionadas 

Chevron comenzó a interponer varias solicitudes § 1782, hasta tener acceso, entre otras cosas, a 

las escenas eliminadas de Crude y los archivos de litigio de Donziger. In re Chevron Corp., 63 F. 3d 

153,156 (3d Cir. 2011). Chevron pudo convencer a los tribunales de que el secreto profesional no 

amparaba a esos documentos, porque la información se recogió como parte de una investigación 

periodística. Berlinger, 629 F. 3d, pág. 306. Las escenas eliminadas y no editadas de Crude revelaron, 

entre otras cosas, la posición negativa de Donziger sobre el poder judicial ecuatoriano; las estrategias 

políticas, legislativas y judiciales de los DLA; y cómo los DLA planearon utilizar la sentencia 

ecuatoriana resultante para forzar una rápida transacción con Chevron. Naranjo, 667 F.3d, pág. 237. 

También se descubrió un memo titulado “Invictus”, en el que se detallan las propuestas de estrategias de 

ejecución, lo que incluye el uso simultáneo de iniciativas de ejecución en varias jurisdicciones como 

apalancamiento de una transacción. Id. Nuevamente, estos son meros recortes y fragmentos de los 

hechos alrededor del litigio 

                                                           
8 Este juicio relacionado involucró una solicitud § 1782 similar. 
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de Lago Agrio. 

Chevron presentó esta prueba y más al tribunal de Lago Agrio alegando fraude. Id. Sin embargo, 

el 14 de febrero del 2011, el tribunal dictó una sentencia contra Chevron por USD 18.200 millones. 

Chevron apeló. El fallo fue confirmado por un tribunal intermedio. Naranjo, 667 F.3d 232,237 (2d. Cir. 

26 de enero del 2012). Esa confirmación abrió el camino para que Chevron apelara ante un tribunal 

superior, es decir, la Corte Nacional de Justicia, similar a nuestra Corte Suprema. Id.; véase también, [DE 

73]; Hr’gTran. 33:18-25; 34:1-5 (4 de mayo del 2012). 

Acción declarativa en Nueva York 

Cerca de esta fecha, Chevron presentó una acción declarativa ante el Distrito Sur de Nueva York. 

Los demandados nombrados en esa acción eran los DLA y Donziger. Chevron c. Donziger, 768 F. Supp. 

2d 581, 597 (S.D.N.Y. 2001). La acción se presentó parcialmente al amparo de la Ley Uniforme de 

Sentencias Monetarias Extranjeras de Nueva York9 (la “Ley de Reconocimiento”), N.Y. C.P.L.R. 

5301-5309 (McKinney 1970). Id. Chevron, como potencial condenado en la sentencia, solicitó una 

medida global para impedir la ejecución contra los DLA y Donziger para prohibirles ejecutar la 

sentencia. El tribunal de distrito concedió la medida y luego se apeló ante el Segundo Circuito. Donziger, 

768 F. Supp. 2d, pág. 581. Luego, el Segundo Circuito anuló la medida y suspendió el proceso del 

tribunal de distrito mientras tramitara la apelación. Chevron Corp. c. Naranio. No. 11-1150-cv, 2011 U.S. 

App. WL 4375022 * 1 (2d Cir. 19 de septiembre del 2011). En la apelación, el Segundo Circuito 

concluyó que el tribunal de distrito había errado al interpretar que la Ley de Reconocimiento otorgaba a 

los deudores putativos de la sentencia una causa para atacar las sentencias extranjeras antes de que se 

solicite la ejecución. Naranio. 667 F. 3d, pág. 234 (los condenados en la sentencia, como Chevron, 

                                                           
9 “La Ley de Reconocimiento permite a los acreedores de la sentencia ejecutar sentencias en tribunales de 

Nueva York, con sujeción a ciertas excepciones. 
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solo pueden atacar la validez de una sentencia extranjera defensivamente, es decir, en respuesta a un 

intento de ejecución). 

Arbitraje conforme al TBI 

El 23 de septiembre del 2009, unos días antes de que se dictara la sentencia ecuatoriana, Chevron 

presentó un reclamo de arbitraje internacional contra la RE ante el Tribunal Permanente de Arbitraje de 

La Haya. La acción se presentó en virtud del Tratado Bilateral de Inversión Estados Unidos-Ecuador (en 

adelante, “TBI”). [DE4]: véase también. Tratado entre los Estados Unidos de América y la República del 

Ecuador sobre Promoción y Protección Recíproca de Inversiones, 27 de agosto de 1993, No. 103-15 

(1997). Los procedimientos TBI están diseñados, de manera general, para arreglar las diferencias de 

inversión entre los inversores extranjeros y el gobierno receptor. República de Ecuador, 638 F.3d, pág. 

392 (cita del TBI, art. VI). En relación con esto, los procesos están limitados a la resolución de 

diferencias 

entre una parte [del TBI] y un nacional10 o una empresa de la otra parte que surja de o tenga 
relación con a) un acuerdo de inversión entre esa parte y ese nacional o empresa; b) una 
autorización de inversión concedida por la autoridad de inversión extranjera de esa parte a dicho 
nacional o empresa; o c) una supuesta violación de un derecho conferido o creado por [el TBI] 
con respecto a una inversión. 

TBI, supra art. VI. § 1. 

Según Chevron, en los procesos TBI, entre otras cosas, la RE actuó en connivencia con los DLA para 

“imponer una indemnización por ‘daños’ abiertamente incorrecta contra Chevron y para invertir la propia 

responsabilidad ambiental del gobierno”. [DE4]. Chevron también arguye que la RE abusó del sistema 

penal en la persecución de sus abogados Rodrigo Perez Pallares y Richard Reis 

                                                           
10 El Tratado define “nacional” como toda persona natural que sea nacional de una parte [del TBI] 

conforme a sus propias leyes”, supra TBI, art. I § 1(c). 
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Veiga.11 

La RE demandó a Chevron en Nueva York en un intento de suspender los procesos conforme al 

TBI. La RE no tuvo éxito y los procesos continuaron. República de Ecuador, 638 F. 3d, pág. 384. El 16 

de febrero del 2012, el tribunal del TBI emitió un laudo provisional en el que ordenaba a la RE, 

[T]omar todas las medidas necesarias para suspender la ejecución y el reconocimiento dentro y 
fuera de Ecuador de las sentencias de la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos, Sala Única 
de la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos del 3 de enero del 2012 y del 13 de enero del 
2012 (y, en la medida en que lo confirmen dichas sentencias, de la sentencia del juez Nicolás 
Zambrano Lozada del 14 de febrero del 2011) contra la primera Demandada en el juicio 
ecuatoriano conocido como el “Caso de Lago Agrio”. 

[DE40, Anexo A,U3(I)]. 

El 27 de febrero del 2012, el tribunal emitió otro laudo provisorio en el que se rechazaban todas 

las objeciones de la RE y se concluía que el tribunal tenía competencia para considerar el fondo de los 

reclamos de Chevron y TexPet contra la RE. [DE43, Anexo A, f 5.2]. El tribunal ecuatoriano intermedio 

ha reconocido que, como brazo de la RE, está vinculado por el Tratado. Sin embargo, se ha negado a 

acatar las órdenes del tribunal del TBI. [DE73], Hr’g Tr.33:l-25 (4 de mayo del 2012). Como se 

mencionó antes, Chevron ha apelado este asunto ante la Corte Nacional de Justicia, el equivalente de la 

RE a nuestra Corte Suprema. Id. Según nuestro leal saber y entender, la apelación continúa en trámite. 

Solicitud de presentación de pruebas 

En relación con la solicitud del caso, Chevron solicita autorización para obtener 

compulsivamente pruebas del Banco Miami, para su uso tanto en el litigio de Lago Agrio como en los 

procesos de arbitraje conforme al TBI. [DE4,5]. Lo que se 

                                                           
11 A Pallares y Veiga se los acusó, en Ecuador, de falsificar documentos públicos en relación con las 

transacciones y liberaciones subyacentes. Se ha sugerido que se apuntó a estos abogados para “anular o socavar el 
valor de la transacción y las liberaciones. In re Application of Chevron Corp.. 709 F. Supp. 2d 283, 287 (S.D.N. Y. 
2010). 
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solicita específicamente es la emisión de una citación dirigida al Banco Miami. Id. La citación 

propuesta aparece adjunta como “Anexo A” a la solicitud, y a los efectos de la presente se 

incorpora por referencia en este informe. [DE5-1]. La citación contiene dos (2) solicitudes 

enumeradas. La No. 1 solicita “TODOS LOS DOCUMENTOS” pertenecientes a las siguientes 

ocho (8) cuentas específicas de Banco Pichincha: 

Titular de la cuenta Números finales 
 

Frente de Defensa de la Amazonía (4) 4298-00, 9048, 0404-04 y 8794 

Luis Yanza Angamarca,12 1000 

Jorge Enrique Jurado Mosquera,13 1986 

Laboratorio CESAQ-PUCE14 5304 

Selva Viva Selviva Cia Ltda. también 
conocida como Selva Viva o Selva Cia, Ltda. 

4450-04 

La No. 1 incluye las subpartes (a)-(k).15 Estas subpartes listan ejemplos de documentos 

que Chevron considera sensibles. Id. La No. 2 contiene las subpartes (a)-(rr) y solicita “TODOS 

LOS DOCUMENTOS relacionados con los Informes de Transacciones de Monedas y los 

Informes de Actividad Sospechosa en relación con alguna de las siguientes personas o 

entidades”. Id. Las subpartes (a)-(rr) incluyen más de cuarenta y cuatro (44) individuos y/o 

entidades. Id. Chevron alega que los documentos solicitados le permitirán “determinar la 

cantidad y el momento de los pagos [de sobornos] y cómo se utilizaron para fraguar la sentencia 

fraudulenta”. [DE4, n.8]. 

 

                                                           
12 Abogado ecuatoriano de los DLA y líder/miembro del Frente de Defensa de la Amazonía. [DE4,n.8].  
13 Un perito “neutral” designado por el tribunal. Id. 
14 Laboratorio utilizado por los DLA para hacer pruebas de las muestras de agua y de suelo. Id. 
15 La subparte (k) contiene las subpartes (a) -(xliv). [DE 5-1]. 
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Al principio, cuando el tribunal les pregunto por los muchos componentes de la citación, los abogados de 

Chevron indicaron que las diferentes subpartes de las dos (2) solicitudes perteneces a las mismas ocho (8) cuentas 

mencionadas anteriormente. Los abogados intentaron explicar que la amplia lista solo intentaba demostrar los tipos 

de documentos que están buscando. En particular, los abogados dijeron lo siguiente: 

SRA. NEUMAN: 

Luego para intentar y asegurar que la búsqueda del documento sea profunda y que obtengamos la 
producción compulsiva a la que tenemos derecho, decimos: “Dichos documentos incluirían lo siguiente” 
y allí enumeramos los resúmenes de cuenta, los cheques cancelados; los tipos de documentos que estamos 
buscando, y luego decimos: “Toda otra documentación no solicitada aquí específicamente que se 
relacione con los números de cuenta” y alguno de los siguientes individuos o entidades. 

Entonces, en la medida en que sabíamos de gente que estaba involucrada en el caso y parecía 
estar recibiendo o poniendo fondos en estas cuentas, los enumeramos, pero está bajo el paraguas de todos 
los documentos que queremos relacionados con estas 8 cuentas. No es una solicitud separada. 

[DE 73], Hr’g Tr. 66:7-19, 4 de mayo del 2012. 

* * * 

TRIBUNAL: ¿Cuántas cuentas había? ¿Cuentas? 

SRA. NEUMAN: 8 

TRIBUNAL: ¿8? 

SRA. NEUMAN: Eso es todo. 

TRIBUNAL: Bien. Y quieren todos los documentos relacionados con esas 8 cuentas, 

¿es así? 

SRA. NEUMAN: Sí. 

Id pág. 66: 20-25; 67:1. 

Sin embargo, en una etapa más avanzada del proceso, los abogados aclararon que la No. 2 es en realidad 

una solicitud separada y que puede no estar específicamente relacionada con las cuentas enumeradas en la No. 1. 

En vez de ello, la No. 2 solicita “informes 
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de actividad sospechosa que […] estén diseñadas para su uso en actividades ilícitas”. [DE 73], Hr’g Tr. 

71: 13-16. Las subpartes enumeradas mencionan los nombres de personas conocidas de Chevron 

involucradas en el ardid fraudulento, lo que incluye a los DLA, sus abogados ecuatorianos y sus 

consultores conocidos. Id en 71:18-19. La comparación línea por línea de los nombres enumerados tanto 

en el No. 1 como en el 2 revela que son idénticos. 

Estándar jurídico 

Al considerar una solicitud § 1782, los tribunales primero deben determinar si tienen competencia para 

admitirla a trámite. El 28 U.S.C. § 1782(a), en su parte pertinente, determina: 

a) El tribunal de distrito en el que reside la persona o se encuentra puede ordenarle su 
testimonio o manifestación o producir un documento u otra cosa para su uso en el proceso en un 
tribunal extranjero o internacional, incluida las investigaciones penales realizadas antes de una 
acusación formal. La orden puede realizarse conforme a un exhorto librado, o una solicitud 
emitida, por un tribunal extranjero o internacional o a solicitud de una persona interesada y 
puede ordenar que el testimonio o la declaración se preste, o que el documento u otro elemento 
se produzca, ante una persona designada por el tribunal […] En la medida en que la orden no 
disponga lo contrario, el testimonio o la declaración se tomará y el documento u otra cosa se 
producirán, conforme a la Reglas Federales de Procedimiento Civil. 

28 U.S.C. § 1782(a). 

En relación con esto, la carga está sobre la parte que se opone a la producción compulsiva de 

pruebas. In re Chevron Corp., 633 F.3d 153,163 (3d Cir. 2011). Si un tribunal considera que están 

cumplidos los requisitos de § 1782, luego debe determinar si la producción compulsiva requerida 

cumple con las reglas federales. Por ejemplo, si la citación en cuestión se dirige a una parte que reside o 

se encuentra en el distrito, esta debe cumplir con la regla federal 45. In re Application of Inversiones v 

Gasolinera Petroleos Vanezuela, S. De R.L., No. 08-20378-MC, 2011 WL 181311, pág. *6 (S.D.Fla. 9 

de enero del 2011). Suponiendo que están cumplidos los requisitos mencionados anteriormente, los 

tribunales federales están autorizados, pero no tienen la obligación, de ofrecer asistencia a un 

reclamante en un proceso extranjero. Intel Corp. c. Advanced Micro Devices. Inc. 542 U.S. 241, 242 

(2004). 



CERT. MERRILL VER: JD 12 

Caso 1:11-cv-24599-MGC Documento 82 Presentado en el registro de FLSD 12/06/2012 Página 12 de 29 

Una vez que estén satisfechos los elementos prima facie del § 1782, deben considerarse los 

siguientes factores discrecionales, según lo establecido por la Corte Suprema de los Estados Unidos 

en Intel: 1) si la persona contra la que se solicita la producción compulsiva es participante de un proceso 

extranjero; 2) la naturaleza del tribunal extranjero, la naturaleza de los procedimientos en trámite en el 

extranjero y la receptividad del gobierno extranjero, o el tribunal u órgano en el extranjero, a la 

asistencia judicial federal de los Estados Unidos; 3) si la solicitud oculta un intento de evitar las 

restricciones de recolección de pruebas extranjeras u otras políticas de un país extranjero o los Estados 

Unidos; y 4) si la solicitud es intrusiva u onerosa. Id. pág. 244. 

Los tribunales de distrito deben ejercer su discreción con un ojo puesto en los objetivos gemelos 

de la ley, a saber: “ofrecer medios eficientes de asistencia a los participantes de litigios internacionales e 

incentivar a los países extranjeros con el ejemplo de proveer medios de asistencia similares a nuestros 

tribunales”. In re Metallgesellschaft, 121 F.3d 77,79 (2d Cir. 1997). Estas consideraciones sugieren 

sólidamente a favor de la asistencia generosa de los tribunales federales. In re Application of Edelman. 

295 F.3d 171, 180 (2d Cir. 2002). 

Análisis 

Como se mencionó anteriormente, Banco Miami se opone a la solicitud de Chevron. Los DLA, 

o los intervinientoes, también han presentado escritos en oposición. [DE55]. Ambas posiciones 

opuestas, junto con los argumentos de Chevron, se tratarán a continuación. 

DLA 

Al comienzo, es importante mencionar que los DLA no son parte del arbitraje TBI ni 

destinatarios de las citaciones propuestas. Están participando en este proceso solo como terceros 

intervinientes. [DE 47]. 

En sus escritos de oposición, los DLA arguyen que el proceso de TBI no constituye un 

“proceso 
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extranjero”16 conforme al § 1782. [DE55]. Arguyen, entre otras cosas, que la producción compulsiva de pruebas 

solicitada no es pertinente para lo que ellos llaman “arbitraje privado de inversión”. Id. Durante el argumento oral, 

los abogados de los DLA expresaron su preocupación de que los verdaderos objetivos de Chevron son: 1) interferir 

en la sentencia que los DLA obtuvieron en Ecuador; y 2) usar la producción compulsiva solicitada contra los DLA 

en el litigio de Nueva York. Por estas razones, exhortan al tribunal a denegar la solicitud. 

Estos argumentos no son persuasivos. 

Como Chevron menciona correctamente, este asunto, es decir, si el proceso TBI es un proceso extranjero 

a los efectos del §1782, ya ha sido considerado y decidido en otro litigio. De hecho, solicitudes §1782 

similares —relacionadas con el proceso TBI presente— han sido exitosas en otros distritos. Por ejemplo, en In re 

Chevron Corp.. 753 F.Supp. 2d 536, 537-38 (D. Md. 2010), Chevron presentó una solicitud §1782 mediante la que 

solicitaba la producción compulsiva de dos peritos de los DLA, Daniel Rourke y Carlos Picone. Id. Allí, la 

producción solicitada, como en este caso, debía ser usada tanto en el litigio de Lago Agrio como en el arbitraje 

TBI. Id. El tribunal concedió la solicitud y consideró que los organismos “internacionales de arbitraje [como el 

TBI] que operan al amparo de las reglas de UNCITRAL17 constituyen ‘tribunales extranjeros’ a los efectos del § 

1782”. Id. pág. 539 (donde se explica que “debido a que los cuerpos arbitrales se crean por tratados y no por partes 

privadas, constituyen de hecho “tribunales extranjeros a los efectos del [ 1782]”). Parece haber mucho acuerdo a 

nivel de tribunales de distrito en relación con esto. Republic of Ecuador c. Bjorkman, 801 F. Supp. 2d 1121, 1124 

n.l (D.C. Colo. 2011); In re Veiga, 746 F.Supp.2d 8, 23 (D.D.C. 2010) (donde se concluye que el arbitraje TBI cae 

dentro de los “límites” del § 1782(a)); En 

                                                           
16 Cabe mencionar que el Banco Miami, real destinatario de la citación, no ataca la naturaleza extranjera de 

los procesos TBI. [DE23]. 
17 Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Comercial Internacional 
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re Republic of Ecuador. No. 1:10-mc-00040 GSA, 2010 WL 4027740 en * 1-2 (E.D.Cal. 14 de octubre 

del 2010) (donde se permite la emisión de una citación § 1782 para su uso en procesos TBI, en relación 

con ofertas de soborno grabadas en video dirigidas al presidente del tribunal de Lago Agrio); En re 

Application of Chevron Corp., 709 F. Supp.2d 283, 291 (S.D.N.Y. 2010) (donde se concluye que el 

proceso TBI era de naturaleza extranjera, porque el tribunal arbitral estaba establecido por un tratado 

internacional). El suscrito no encuentra autoridad vinculante que exija al tribunal arribar a una 

conclusión contraria. 

El argumento de los DLA sobre la relevancia garantiza una mínima discusión. En primer lugar, 

dado las alegaciones, las pruebas presentadas, y el presente expediente, no se puede decir que el 

descubrimiento solicitada es irrelevante para cualquier procedimiento. Por el momento, el solicitante 

sólo tendrá que demostrar que la información solicitada tiene “cierta importancia” con carácter 

general. Republica de Ecuador. 2010 WL 402770, pág. *4. De hecho, el tribunal no necesita, ni debe, 

determinar si el hallazgo en realidad, ni siquiera probablemente, es admisible en los procedimientos 

extranjeros. Véase In re Bayer AG. 146 F.3d 188, 193 (3rd Cir 1998). 

Como se ha señalado anteriormente, los DLA también sostienen que Chevron está abusando del 

§ 1782, y que su verdadero objetivo es utilizar el descubrimiento en el litigio de Nueva York. [DE55]. 

Esa afirmación, aunque cierta, no cambia el presente análisis. El presente proceso se limita a la solicitud 

del caso. Ellos no se extienden tanto al litigio de Nueva York o cualquier otro litigio entre los DLA y 

Chevron en cualquier otra parte del mundo. Sin hacer esas constataciones, las notas que suscribe que en 

el caso de que Chevron intenta utilizar cualquier descubrimiento obtenido de una manera no consistente 

con la ley, los DLA tendrán su recurso en la jurisdicción correspondiente. En cualquier caso, esos 

asuntos no deben ser determinados judicialmente en este momento. 

Consistente con lo anterior, se RECOMIENDA RESPETUOSAMENTE que  



CERT. MERRILL VER: JD 15 

Caso 1:11-cv-24599-MGC Documento 82 Presentado en el registro de FLSD 12/06/2012 Página 15 de 29 

se RECHACE la objeción de los DLA al petitorio. 

Habiendo prescindido de las objeciones de los DLA, la Corte debe tratar la Solicitud de Chevron 

y la oposición a ella del Banco Miami. En este punto, Chevron manifiesta que ha reunido todos los 

requisitos del artículo 1782, y que los factores discrecionales propugnados por Intel tienen un fuerte 

peso a su favor. Banco Miami, por su parte, se opone al Escrito, pero acepta lo siguiente: (1) que está 

ubicado en este distrito; (2) que la Solicitud persigue la producción de documentos; (3) que la Solicitud 

persigue la obtención de pruebas para su uso en un proceso ante un tribunal extranjero18 o internacional; 

y (4) que Chevron es una parte interesada. [DE23]. 

En forma sumaria, Banco Miami manifiesta que la Solicitud de Chevron debería ser rechazada 

porque pide a la Corte que viole la legislación de la República del Ecuador. Banco Miami también 

manifiesta que el artículo 1782 no abarca documentos ubicados fuera de los Estados Unidos, y que la 

citación propuesta no se adapta a la Norma 45.19 Además, desde su punto de vista, los factores Intel 

exigen el rechazo de la solicitud. En subsidio, Banco Miami sugiere que si la corte no se inclina por 

rechazar la Solicitud, al menos debería dictar una suspensión a fin de permitir a la jurisdicción 

extranjera que decida las cuestiones. Id. Ambos argumentos deben ser tratados. 

En primer lugar, Banco Miami manifiesta que ya ha producido los documentos que se 

encuentran en su poder, bajo su custodia o control, y que todo otro documento de respuesta se 

encuentran en Ecuador y no están en su poder. Debido a esto, entre otras cosas, arguye que la citación 

propuesta no cumple 

                                                           
18 Banco Miami, sin embargo, no está de acuerdo con que el estado actual del proceso extranjero bajo 

análisis, es decir, el Arbitraje del TBI, asegure la concesión de la Solicitud. 
19 Típicamente, una vez que un tribunal establece que se cumplen los requisitos del artículo 1782, luego 

debe establecer si el procedimiento de discovery solicitado cumple con las Normas Federales, a saber, la Norma 45. 
A los fines del presente caso, y dada la naturaleza combinada de los argumentos de Banco Miami, la Norma 45 debe 
ser tratada junto con los requisitos legales. 
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con la Norma 45. En este sentido, Banco Miami manifiesta que su mera presencia como agente en este 

distrito no exige el cumplimiento de una citación que requiere la producción de documentos que se 

encuentran fuera de los Estados Unidos. [DE23]. Según Banco Miami, este no tiene el control de los 

documentos que se encuentran bajo la custodia de Banco Pichincha, C.A. (“Banco Ecuador”), con 

oficinas en Ecuador. En relación con esto, Banco Miami presenta la Declaración de Evan Acosta, su 

gerente general. [DE23-1]. Decl. de Acosta f 4-4. Acosta manifiesta que la sede principal del banco se 

encuentra en Quito, Ecuador, y que el banco tiene muchas sucursales en toda la República del 

Ecuador. Id. Acosta describe Banco Miami no como una sucursal, sino más bien como la filial 

internacional del banco, autorizada de conformidad con la legislación del estado de Florida. Id., p. ¶7. 

Según Acosta, 

Sobre la base de su autoridad legal y regulatoria, los Reguladores Bancarios han 
establecido una política de supervisión que exige a las filiales bancarias internacionales de 
bancos extranjeros en los Estados Unidos que funcionen como operadores bancarios separados 
o independientes de su banco extranjero. Esta política de supervisión surge de la obligación que 
tienen los Reguladores Bancarios de garantizar que las filiales bancarias internacionales en los 
Estados Unidos operen en forma segura y sólida. 

Id. en ¶10. 

Acosta también declara que “[Banco Miami] opera separada e independientemente del Banco, lleva 

sus propias cuentas de capital, libros y registros, libros contables generales y otros registros financieros, 

sistemas electrónicos, así como su propia base de clientes y registros de cuentas de clientes separados de 

los del banco extranjero”. Id., en ¶13. También señala que con una única excepción, ninguna de las 

cuentas indicadas en la citación corresponde a Banco Miami, y que los registros que produjo fueron 

acordes a ello. Id., en ¶15. Acosta sostiene que todos los otros documentos de respuesta no se encuentra 

físicamente en Banco Miami, y se encontrarían bajo el exclusivo control y poder del banco de Ecuador. Id, 

en ¶18. El banco, dice Acosta, “no comparte con [Banco Miami] información 
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y documentación relacionada con cuentas de clientes abiertas en la República del Ecuador”. Id., en ¶ 20. 

En suma, Acosta sostiene que no existe forma de cumplir con la citación sin violar la legislación de la 

República del Ecuador sobre privacidad y confidencialidad. Id., en ¶21. 

En respaldo a su posición, Banco Miami presentó la Declaración de la Dra. Carmen Zambrano 

Semblantes (“Semblantes”), perito independiente del banco. [DE23, An. B]. Según Semblantes, ni el 

banco ni sus empleados pueden divulgar a Chevron información o documentación relacionada con sus 

clientes en respuesta a una Providencia de un tribunal federal estadounidense a menos que esta cumpla 

con las normas relevantes de la República del Ecuador. [DE 23, An. B] Decl. de Semblantes, p. 9. 

Desde su punto de vista, si el banco y sus empleados cumplieran con lo ordenado en una providencia del 

estilo, se expondrían a enfrentar graves consecuencias jurídicas, incluidas la prisión y fuertes multas. Id. 

Sugiere que el mecanismo adecuado para obtener el procedimiento de discovery solicitado es un 

Exhorto. Id. 

Chevron, por su parte, sugiere que Banco Miami es “el banco” y que sus propias presentaciones 

públicas confirman que son, en realidad, la misma empresa. Como señala Chevron, la propia 

Semblantes lo admite. Véase Decl. de Semblantes [DE23, An. B]. (“A pesar de que la Filial y el Banco 

pueden ser la misma persona jurídica, tanto los bienes materiales como los inmateriales de dicha 

persona están regidos por el derecho del lugar en el que están ubicados”). Chevron también señala que 

las normas de los Estados Unidos exigen que las sucursales de los bancos estadounidenses tengan 

acceso a las actividades de sus operaciones extranjeras. [DE4]. 

Banco Miami, mediante sus propias representaciones en línea, parece cumplir con ello. En 

particular, ofrece a los clientes de los Estados Unidos “acceso ilimitado” a todos los fondos depositados 

en Ecuador, así como a cualquier otra información de cuenta relacionada con ellos. Debido a esto, 

Chevron sugiere que la estructura empresarial del banco refleja fusión e interdependencia de las 

transacciones comerciales entre la sede ecuatoriana y Banco Miami. El que suscribe coincide con ello. 
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Es en cierto modo insincero que Banco Miami argumente que sus documentos de respuesta 

están ubicados en Ecuador y no son accesibles desde Miami, al mismo tiempo que manifiesta frente al 

público, en su propio sitio electrónico, que Banco Miami y Banco Ecuador comparten información. En 

particular, hay pruebas presentadas por Chevron que muestran que en el sitio electrónico del banco se 

sostiene que Banco Miami y Banco Ecuador comparten información “[P]ara los fines de las necesidades 

comerciales cotidianas de [sus] asociados”. [DE6-11, An. 75-76]. El banco señala que entre sus 

“asociados” se incluyen las siguientes empresas: Banco Pichincha, Banco Financiero o Inversora 

Pichincha. Id. Asimismo, impresiones20 tomadas del sitio electrónico de Banco Miami, Banco Pichincha 

C.A. — Filial Miami, https://www.pichinchamiami.com/fmInfo.aspx?topic=AboutUs, explican 

exactamente cómo el Banco y sus asociados comparten información. 

Por ejemplo, en su sitio electrónico, Banco Miami sostiene que todas las empresas financieras 

necesitan compartir información personal de los clientes a fin de llevar a cabo su actividad cotidiana. 

Sostiene, “En la sección que sigue, mencionamos las razones por las que las empresas financieras 

pueden compartir la información personal de sus clientes; las razones por las que Banco Pichincha, 

C.A. — Filial Miami decide compartirla, y si es posible poner límites a ello”. Id. véase también IDE 

6-11, An.751. 

A modo de ejemplo, 

Para la realización de nuestra actividad cotidiana 
que incluye el procesamiento de sus transacciones, el 
mantenimiento de su cuenta o cuentas, la contestación 
a órdenes judiciales e investigaciones jurídicas o la 
información a oficinas de crédito. 

[DE 75-76]; véase también, [DE 6-11, An.75]. 

El propio Banco Miami reconoce que este particular intercambio de información para 

“propósitos comerciales” no puede ser limitado por el cliente. Véase Decl. de Neuman [DE-6-11, An75]. 

En su declaración, Neuman 

                                                           
20 Estas impresiones fueron presentadas como pruebas demostrativas en la audiencia celebrada el 4 de 

mayo ante el que suscribe. [DE 6, An. 75] [DE75-76]. 

https://www.pichinchamiami.com/fmInfo.aspx?topic=AboutUs
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manifiesta que la impresión del sitio electrónico es una copia verdadera, y que la última vez que accedió 

al sitio fue en noviembre del 2011. Id. Una búsqueda en línea en la actualidad, sin embargo, muestra que 

esta página en particular ya no se encuentra accesible al público.21 [DE 6, ¶84]. 

En consonancia con lo anterior, y tras una revisión cuidadosa, esta Corte considera que Banco 

Miami y Banco Ecuador son, a todos los efectos, una única entidad. El que suscribe también considera 

que ambas entidades, según sus propios dichos, comparten información de las cuentas en forma 

cotidiana, según lo que se solicita en la presente. En términos sencillos, el banco no puede pretender 

tener “el oro y el moro”. Por un lado, manifiesta que se comparte información con fines comerciales, 

incluidos “[la contestación a] órdenes judiciales”. [DE 6-11, An. 75]. La historia cambia, sin embargo, 

cuando efectivamente se enfrenta con una posible orden judicial. 

El resultado sería el mismo incluso si las entidades estuvieran completamente separadas y los 

documentos fueran accesibles solo en Ecuador. Esta Corte considera que no existe limitación en el 

artículo §1782 que impida la producción de documentos que se encuentran ubicados en el exterior. En 

este sentido, algunos casos del Distrito Sur de Nueva York resultan ilustrativos. Por ejemplo, en In re 

Solicitud de Sarrio S.A., No. 9-372, 1995 WL 598988 en*2-3 (S.D.N.Y., 11 de oct. de 1995), un 

tribunal de distrito consideró que la ley no extendía el procedimiento de discovery al exterior. Id. En la 

instancia de apelación, sin embargo, el Segundo Circuito revirtió la decisión del tribunal inferior con 

otro fundamento, y específicamente se negó a tratar el asunto. In re Solicitud de Sarrio, S.A., 119 F. 3d 

143,143-48 (2do. Cir. 1997). El tribunal señaló in dicta que “puede [que haya] razones para creer que el 

Congreso tuvo la intención de que [el artículo 1782] alcanzara solo a las pruebas ubicadas dentro de los 

Estados Unidos”. Id, en 147. Sin embargo, dejó el asunto de “hasta qué punto [tomar pruebas] fuera de 

los 

                                                           
21 En la sección sobre política de privacidad de su sitio electrónico, la página aparece, en primer término, 

restringida, o como si se hubiera quitado el contenido. Sin embargo, si se deshabilitan las cookies, el documento 
efectivamente aparece. También se puede acceder a una versión en pdf del documento escribiendo la dirección del 
sitio provista en la Declaración de Neuman. 
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Estados Unidos puede afectar los derechos relacionados con el procedimiento de discovery [del 

solicitante]” para el tribunal de distrito. Id., en 148, n.4. Algunos años después, otro tribunal del mismo 

distrito consideró que “[n]o existe tal restricción expresa en la ley, y el Tribunal no desea 

incorporarla”. In re Solicitud de Gemeinshsafts-Praxis Dr. Med. Schottdorf, 2006 WL 38444464 *5 

(S.D.N.Y., 29 de dec. del 2006). La ley exige solamente que la parte de quien se solicita la prueba esté 

ubicada en el distrito, no que los documentos lo estén. Id., p. *5. 

La realidad es que “[e]l banco ha elegido voluntariamente tener negocios en una serie de países 

extranjeros […] No puede pretender beneficiarse con las ventajes de hacer negocios aquí sin aceptar las 

obligaciones concomitantes”. In re Grand Jury Proceedings. Bank of Nova Scotia (“Nova Scotia”), 740 

F.2d 817, 828 (Cir. 11 1984). En consonancia con lo anterior, y luego de revisar los escritos y el 

derecho aplicable, el que suscribe considera que: (1) La solicitud de Chevron satisface los requisitos del 

artículo 1782, (2) está en consonancia con los objetivos señalados en la ley, según ya se explicó, y (3) 

cumple con la Norma 45. 

Factores discrecionales según Intel 

Como ya se señaló, una vez que los requisitos del artículo §1782 fueron satisfechos, los 

tribunales de distrito tienen la autoridad, sin estar obligados a hacerlo, para hacer lugar a las solicitudes 

de discovery. La autoridad discrecional del tribunal se basa en los cuatro factores de Intel, a saber: 

(1) si la persona de quien se solicitan las pruebas es parte del proceso extranjero; 

Si la persona de quien se solicitan las pruebas es parte del proceso extranjero, no se ve tan 

claramente la necesidad de aplicar el artículo §1782. Intel, 542 U.S., en 264. En ese caso, el tribunal 

extranjero tendría jurisdicción sobre las partes que comparecen ante él y podría él mismo ordenarles 

que produzcan la prueba. Id. En este caso, Banco Miami acepta que no es parte del proceso extranjero. 

En el mismo sentido, este factor pesa a favor de conceder la Solicitud. 
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(2) la naturaleza del tribunal extranjero, el carácter del proceso que está llevando adelante en 
el exterior y la receptividad del estado extranjero o del tribunal u órgano extranjero frente a la 
asistencia judicial del tribunal federal estadounidense; 

Como ya se señaló, el proceso del TBI se encuentra en curso. El tribunal ya estableció que tiene 

jurisdicción para entender del asunto. El proceso de Lago Agrio en Ecuador también se encuentra en 

curso, ya que Chevron apeló ante el tribunal de más alto rango de Ecuador. 

Además, el que suscribe no observa nada en el expediente que sugiera que el foro —el tribunal 

de Ecuador o del TBI— no sea receptivo del procedimiento de discovery del artículo §1782. De hecho, 

una simple búsqueda en Westlaw revela la multitud de solicitudes del artículo 1782 que se presentaron 

en la justicia federal para su uso en el arbitraje del TBI y/o en el proceso de Lago Agrio. Ver, por 

ejemplo. In re Veiga, 746 F.Supp. 2d, en 23-24. La República del Ecuador misma es la solicitante en 

muchas de estas acciones. Véase, por ejemplo. Republic of Ecuador c. Bjorkman, 801 F.Supp.2d 1121 

(D.Colo. 2011); In re the Application of the Republic of Ecuador. 2011 WL 736868, en * 4 (N.D. Cal., 

22 de feb. del 2011); In re Republic of Ecuador, 2010 WL 4027740, en * 1 (E.D. Cal., 14 de oct. del 

2010, In re the Republic of Ecuador. No. CI 1-80171 CRB, CI 1-80172 CRB, 2011 WL 4434816 en* 1 

(N.D. Cal., 23 de sept. del 2011). 

Dado que Ecuador se ha beneficiado con la herramienta del discovery, difícilmente podría 

decirse que sus propios tribunales no serían receptivos a esas pruebas. Asimismo, tampoco hay pruebas 

que sugieran que el panel de arbitraje del TBI no sería receptivo al procedimiento de discovery. De 

hecho, el expediente muestra exactamente lo contrario. El tribunal del TBI fundó sus conclusiones y su 

laudo interino, al menos en parte, en pruebas que fueron recopiladas mediante un procedimiento de 

discovery del artículo §1782. [DE 4], véase asimismo [DE 6-2, An. 28], [DE 73] Hr’gTr. 15:19-25, 

16:1-21. 

Incluso si hubiera oposición de parte del tribunal del TBI, eso, sin más, no necesariamente sería 

definitorio. In re Chevron Corp.. 709 F.Supp. 2d 283, 292 n.51 (S.D.N.Y. 2010). (donde se señala que 
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la Comisión Europea involucrada en el influyente caso de Intel, no “necesitó ni quiso” asistencia del 

tribunal federal estadounidense). En línea con esto, el que suscribe considera que este factor también 

pesa a favor de conceder la Solicitud. 

(3) si la solicitud oculta un intento de evadir restricciones relacionadas con la recolección de 
pruebas u otras políticas de un país extranjero o de los Estados Unidos; 
Como se mencionó, Banco Miami manifiesta que Chevron está solicitando a esta Corte que 

viole leyes de Ecuador, y que por cuestiones de cortesía la solicitud debería ser rechazada. En términos 

generales, la cortesía se refiere al espíritu de cooperación con el que un tribunal nacional enfoca la 

resolución de casos que se vinculan con legislación y con intereses de otros estados soberanos. Societe 

Nationale Industrielle Aerospatieale c. U.S. Dist. Court for the Southern Dist. of Iowa. 482 U.S. 522, 

544 n. 27 (1987). Un análisis de cortesía típicamente toma en cuenta lo siguiente: (1) La importancia 

del litigio o de la información solicitada; (2) el grado de especificidad de la solicitud; (3) si la 

información se originó en los Estados Unidos; (4) la disponibilidad de medios alternativos para obtener 

la información; y (5) hasta qué grado el incumplimiento de la solicitud perjudicaría los intereses de los 

Estados Unidos, o el cumplimiento con la solicitud perjudicaría los intereses del estado en el que 

produjo la infracción. Id en n.28. Habiendo hecho una revisión cuidadosa, el que suscribe considera que 

las consideraciones de cortesía también pesan a favor de Chevron. 

Con relación a los primeros dos factores, la Corte estima que la citación en cuestión es 

bastante específica y relativamente acotada en su alcance. En cuanto al tercer factor, Chevron 

específicamente sugiere que el banco no objetó que los fondos depositados en las cuentas en cuestión 

se hubieran originado en los Estados Unidos y estuvieran siendo controlados desde allí. [DE4]. 

Chevron funda su objeción mayormente en declaraciones hechas por Donziger en un litigio relacionado, 

en el que manifiesta que su trabajo “no amaina solo porque [está] en los Estados Unidos”. Chevron 

Corp. c. Donziger. 768 F. Supp.2d581 (S.D.N. Y. 2011). En este punto, Donziger 
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supuestamente: (1) intimidó a los jueces ecuatorianos, (2) obtuvo apoyo político para el juicio 

de Ecuador, (3) convenció [al gobierno de Ecuador] de que promoviera los intereses de los 

demandantes de Lago Agrio, (4) obtuvo cobertura mediática favorable, (5) solicitó el apoyo de 

famosos y de grupos ambientalistas, (6) obtuvo y dio forma a testimonios ‘expertos’ para su 

uso en Ecuador, (7) presionó a Chevron para pagara un gran convenio, e (8) intentó obtener un 

acuerdo de libro. In re Chevron Corp., 749 F. Supp. 2d 141, 146 ( S.D.N.Y. 2010). 

Posiblemente, al menos algunos de estos actos, en lo tocante a las cuentas secretas, se dieron en 

los Estados Unidos. Por tanto, este factor es, como mínimo, neutral. 

Con relación al cuarto factor, Banco Miami sugiera que ha intimado a Chevron a que 

“por favor, se dirija a Ecuador. Utilice el procedimiento del exhorto, que está a su disposición y 

obtenga una orden de un tribunal de Ecuador para obtener los documentos que se encuentran 

allí, y nosotros cooperaremos con ustedes en Ecuador. No nos opondremos”. [DE 73] Hr’g Tr. 

41:9-13. Chevron, por su parte, manifiesta que el procedimiento de exhorto en Ecuador no es 

práctico, en particular a la luz de las acusaciones de corrupción que se plantearon en este litigio. 

[DE30]. En particular, Chevron sugiere que “[d]ada la corrupción de los tribunales 

ecuatorianos, y la sustancia de los reclamos de Chevron contra la República del Ecuador”, [el 

procedimiento de exhorto] no es una opción viable para obtener las pruebas solicitadas. Id. En 

este caso, parece que el banco quiere seleccionar y elegir el método y el mecanismo por el que 

Chevron debe obtener las pruebas. Chevron puede, por supuesto, hacer uso del mecanismo del 

exhorto. Sin embargo, la decisión de hacerlo le corresponde únicamente a Chevron, no a Banco. 

Esta Corte no encuentra autoridad alguna que exija que Chevron inicie un procedimiento de 

exhorto antes de, o en lugar de, recurrir a la vía del artículo §1782. Véase Aerosaptiale.482 

U.S., en 542 (donde se rechaza una propuesta que exigiría que el primer recurso de la parte 

siempre que se pretenda obtener pruebas de un litigante extranjero deben ser los 

procedimientos de la Convención). 

El último y, a criterio de esta Corte, más importante factor es hasta qué punto los 
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intereses de alguno de los países se vería perjudicados en el caso de incumplimiento. Como se 

explicó, Banco Miami arguye que cumplir con la citación propuesta violaría la legislación 

sobre secreto bancario de Ecuador. En su Declaración, Semblantes hace referencia al “derecho 

a la privacidad”, según se establece en la Convención Interamericana de los Derechos 

Humanos, y en lo atinente a otras cosas, la “protección del honor y la dignidad”. [DE 23-2, An. 

B]. Los derechos mencionados por Semblantes están relacionados con la penumbra de derechos 

de la Constitución de los Estados Unidos. El que suscribe no está convencido de que este 

amplio espectro de derechos pertenezca a las estrechas cuestiones que se discuten en el caso. 

La declaración toca los temas más relevantes relacionados con la Ley General de 

Ecuador sobre Instituciones del Sistema Financiero, que establece que “los depósitos y toda 

otra absorción de recursos de cualquier naturaleza que tenga lugar en instituciones del sistema 

financiero deben estar sujetos al secreto bancario y, por lo tanto, las instituciones financieras 

que reciben fondos y recursos, sus gerentes, funcionarios y empleados no pueden brindar 

información relacionada con dichas operaciones salvo con relación al propietario o a quien lo 

represente legalmente”. [DE 23-2, An. B], Decl. de Semblantes n.4 (que cita el art. 88). Según 

Semblantes, las leyes de Ecuador penalizan las violaciones al derecho a la privacidad en lo 

vinculado con la información que tienen las instituciones financieras. La pena para dichas 

violaciones puede ir de uno a cinco años de prisión. Id. (que cita el art. 94). Estas leyes, sin 

embargo, no parecen ser cumplidas, ni muchos menos grabadas en piedra. 

La Declaración de la perito de Chevron, Ana María de Alba (“de Alba”), sugiere que 

las leyes bancarias de Ecuador no contienen “una prohibición explícita sobre el cumplimiento 

de órdenes judiciales extranjeras”. [DE 31-31, An. 121 P.1], Decl. de de Alba, ¶ 21. Con 

relación a esto, de Alba señala, y el banco acepta, que hay varias excepciones a las leyes 

bancarias. De hecho, Banco Miami acepta que, en algunos casos, las leyes de la República del 

Ecuador permiten a los bancos producir documentos de conformidad con órdenes judiciales. 

[DE 73] Hr’g Tr. 41:4- 
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13. Los clientes también tienen la libertad de renunciar a las protecciones de la ley con relación 

a sus propios registros. [DE 23-2, An. B], Decl. de Semblantes, p.4, art. 91. Asimismo, el 

propio perito del banco reconoce que las leyes tienen excepciones, y que las renuncias pueden 

ser solicitadas por: (a) un tribunal ecuatoriano en el que un juicio justifique la solicitud; (b) un 

fiscal como parte de una investigación; (c) la Superintendencia de Bancos, donde la 

información es solicitada “por las autoridades competentes de otros Estados a fin de luchar 

contra el delito”, Id., p. 4-6. De Alba admite que las excepciones mencionadas no se refieren 

específicamente a las órdenes de tribunales extranjeros. Sin embargo, desde su punto de vista, 

“la producción de documentos por [el banco] […] [estaría] en consonancia con estas 

excepciones establecidas en la ley, todas las cuales se relacionan con las actividades ilícitas”. 

[DE 31-31, An. 121 P.1], Decl. de De Alba, ¶23. El que suscribe coincide con ello. 

En este sentido, Nova Scotia echa bastante luz. Nova Scotia. 740 F.2d p. 817. Allí, el 

tribunal de distrito ordenó a Bank of Nova Scotia que cumpliera con una citación duces tecum 

de registros bancarios pertenecientes a tres (3) empresas de las sucursales del banco en las 

Bahamas,22 las Islas Caiman y Antigua. El banco presentó un recurso de nulidad manifestando, 

entre otras cosas, que el cumplimiento con la citación violaría las leyes sobre secreto de las 

Islas Caiman. La Corte rechazó el recurso y ordenó el cumplimiento. Se inició una apelación 

ante el Circuito 11. 

En la apelación, el Circuito 11 estimó que las leyes de las Islas Caiman no debían ser 

usadas como elemento sábana para alentar o acoger actividades delictivas […]. Id., p. 828. 

Entre otras cosas, la Corte estimó que los intereses de las Islas Caiman en proteger la 

privacidad de los clientes de los bancos se veían disminuidos a la luz del proceso ante el gran 

jurado. Id. Si bien es claro que el proceso en cuestión no se relaciona con el proceso del gran 

jurado federal, el caso Nova Scotia sin duda sirve como precedente convincente. 

                                                           
22 Se presentó un recurso similar con relación a la sucursal de las Bahamas. Sin embargo, parece que 

cumplieron y pueden no estar muy vinculados con la apelación. 
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En este caso, la cuestión se relaciona con un fraude a gran escala contra una sociedad 

estadounidense —y relacionado con una sentencia multimillonaria— entre personas de los Estados 

Unidos que utilizan fondos que probablemente fueron originados en los Estados Unidos. El banco, 

incluido Banco Miami, parece ser el involuntario medio23 utilizado para llevar a cabo estas acciones. En 

vistas de esto, a criterio de esta Corte, el interés de la República del Ecuador por proteger sus leyes de 

secreto bancario es, en este punto, superado por la necesidad de traer estas cuestiones a un cierre sobre 

el mérito. 

También cabe mencionar que la investigación de De Alba24 revela que no existen registros 

públicos o historiales de violaciones y/o cumplimientos de las leyes bancarias en cuestión, a saber: el 

Capítulo III de la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero de Ecuador, Secreto y discreción 

bancarios. [DE 31-31, Ex.121 P.l], Decl. de De Alba, ¶20(b). Debido a esto, en su opinión, no es 

posible que los empleados del banco o sus funcionarios se vean sujetos a “consecuencias jurídicas 

desfavorables tales como la pérdida de sus licencias bancarias o penas, si cumplen con la orden”. Id, en 

¶24. Funda su opinión en su vasto conocimiento sobre bancos en Ecuador, así como en información 

obtenida de la Superintendencia de Bancos de Ecuador. Id., en ¶ 26; véase asimismo [DE 31-31, “An. 

A”], Curriculum Vitae de De Alba. 

En este punto, De Alba ha trabajado como consultora de gestión de riesgos y bancaria durante 

los últimos 24 años. Es la Directora de CSMB, empresa de gestión de riesgos de los Estados Unidos. 

En su carácter de antigua funcionaria senior bancaria, también se especializa en investigaciones 

financieras sobre fraude y lavado 

                                                           
23 Nada en este Informe puede ser interpretado como diciendo que el banco mismo fue un partícipe 

voluntario de los acontecimientos de Lago Agrio. 
24 La Declaración de De Alba incluye información compilada por su socio, Miguel Yépez Cervantes, en 

Guayaquil, Ecuador. Sus conclusiones y declaración jurada se adjuntan como Anexo “C” a la Declaración de De 
Alba. [DE 31-31, Ex. 121 P.l], Decl. de De Alba, ¶19. 
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de dinero. Habiendo trabajado en bancos como SunTrust, Banco Atlántico e International Finance Bank, 

actualmente dirige proyectos de gestión de riesgos para empresas como Vance International, Garda 

World y Pinkerton Consulting and Investigations. El socio de De Alba, Yépez, mencionado en ¶20, 

también cuenta con un vasto conocimiento del mercado bancario. En particular, Yépez ha trabajado en 

los sectores bancarios y financieros de Ecuador y Panamá por más de 20 años. A lo largo de su carrera, 

trabajó en diferentes instituciones bancarias, en puestos tales como, entre otros, el de director de 

operaciones y gerente comercial. También tuvo el cargo de asesor general de la UIF (Unidad de 

Inteligencia Financiera) de Ecuador. [DE 31-31, “An. A”]. 

Según De Alba y Yépez, la ausencia de acciones civil o administrativas que impongan multas 

y/o sanciones sobre la base de estas normas de secreto bancario confirma que su cumplimiento es nulo. 

Llama la atención que Semblantes no objete esta información en su Declaración. 

Por último, De Alba declara que iniciar un procedimiento de exhorto con Ecuador es 

impracticable, puesto que dicho procedimiento toma “hasta un año o más para completarse”. Id., en ¶20 

(c). Funda su opinión en información recibida del Departamento de Estado de los Estados Unidos, 

Oficina de Asuntos Consulares, ubicada en Washington, D. C. Id., en ¶ 36-37. Habiendo realizada una 

cuidadosa revisión y consideración, el que suscribe considera que la Declaración de De Alba y las 

pruebas respaldatorias son bastante convincentes. Esta Corte no observa nada en la solicitud de 

Chevron que demuestre un intento de evadir las restricciones sobre recolección de pruebas, políticas o 

leyes vigentes de la República del Ecuador. En términos sencillos, el banco no ha satisfecho su carga de 

la prueba. Así las cosas, este factor también pesa a favor de Chevron. 

(4) si la solicitud es invasiva u onerosa de algún otro modo. 

En línea con lo que precede, el que suscribe no encuentra fundamento para considerar que la 

citación propuesta es invasiva u onerosa. La citación está estrictamente orientada a obtener 
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información relevante tanto para el arbitraje del TBI como para el litigio de Lago Agrio. Las 

categorías de documentos —específicamente, las ocho (8) cuestas mencionadas más arriba— 

sin duda se relacionan con el fraude que se invoca en este caso y debería, sin duda, ser 

producidos. 

Conclusión 

En suma, esta Corte está convencida de que la información solicitada es relevante para 

ambas procesos, a la luz del historial de este litigio, las pruebas presentadas y el expediente. En 

línea con el análisis que antecede, el que suscribe estima que el artículo §1782 (a) y los 

factores discrecionales relevantes pesan a favor de la emisión de la citación. Así, por el 

presente se RECOMIENDA que la Solicitud sea CONCEDIDA, y que se permita a Chevron 

emitir una citación por los registros solicitados, en la medida en que se relacionan con ocho (8) 

cuentas específicas mencionadas en la solicitud y presentada al tribunal mediante diapositivas 

demostrativas durante la audiencia del 4 de mayo del 2012. En este sentido, se RECHAZA la 

solicitud de Banco Miami de SUSPENSIÓN. 

Con relación a los dos (2) escritos colaterales pendientes, se ORDENA Y DECLARA 

ASIMISMO que el Escrito de Solicitud de Presentación de Discos de Video Digitales [DE57] 

presentado por Chevron se CONCEDE. La Solicitud de Chevron para la Eliminación de 

Declaraciones de los abogados ecuatorianos de los Demandantes de Lago Agrio Sánz y 

Fajardo [DE62, 63] presentada por Chevron se RECHAZA. El Tribunal ha considerado 

ambas cosas, los discos de videos digitales y las declaraciones, con relación a este asunto. 

De conformidad con el artículo 28 U.S.C. § 636(b)(l)( C), las partes pueden presentar 

objeciones por escrito a este Informe y Recomendación ante la honorable jueza de distrito de 

los Estados Unidos, Marcia G. Cooke, dentro de los catorce (14) días posteriores a su 

recepción. La falta de presentación de objeciones en tiempo y forma impedirá a las partes 

objetar cualquier conclusión de hecho incluida en el presente en la instancia de 

apelación. RTC c. Hallmark Builders. Inc.. 996 F.2d 1144,1149, rechazado, 7 F.3d 242 (Cir. 

11, 1993); LoConte c. Duggar. 847 F.2d 745 (Cir. 11, 1988), rechazado. 488 U.S. 
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958, 109 S.Ct. 397(1988). 

RESPETUOSAMENTE DADO en Miami, Florida, a los 11 días del mes de junio del 

2012. 

[Firma] 

WILLIAM C. TURNOFF 

JUEZ DE DISTRITO DE LOS ESTADOS UNIDOS 

cc: Hon. Marcia G. Cooke 

Procurador Judicial 






























































